TEXTO DE LA PRESENTACIÓN DEL LIBRO EL 28 DE MAYO Y EL PRESIDENCIALISMO DE EXCEPCIÓN EN COLOMBIA

CIEN DÍAS DESPUÉS DE LA REELECCIÓN: PARAPRESIDENCIALISMO, TERROR Y TLC.
Miguel Ángel Herrera Zgaib*
“Y así como las verdades son singulares e incomparables, así también los acontecimientos azarosos, en los cuales hallan su origen, deben ser múltiples y separados por el vacío. El azar es plural, hecho que excluye la unicidad de la tirada de los dados. Es por azar que nos sobreviene este azar. En definitiva, la contingencia del Ser sólo se cumple verdaderamente si también existe el Azar de los azares.” Alain, Badiou, El clamor del ser, en su libro Deleuze.

“Él mismo, frente al pelotón de fusilamiento, no había de entender muy bien cómo se fue encadenando la serie de sutiles pero irrevocables causalidades que lo llevaron hasta ese punto.” Gabriel García Márquez, Cien Años de Soledad. Edición conmemorativa, Alfaguara. Bogotá, 2007, p. 116. 
La aprobación de la reelección permitió que Álvaro Uribe Vélez, al ser electo, continúe siendo el mandatario de una república aérea que actualiza la sentencia de Simón Bolívar, mientras la abstención crece sin cesar en el jardín yermo de una democracia marchita por la corrupción política que abonan muchos años de narcotráfico y terror. Hoy es ésta una república sujeta al régimen parapresidencial cuya genealogía autoritaria rastreamos previamente en un libro colectivo dedicado a la seguridad y la gobernabilidad democrática.
 

Sin embargo, la reelección no es la noticia, corrido un año, sino la verdad de este régimen,
 porque el baile de máscaras del pasado ciclo electoral descubrió por azar los rostros de los artífices de la parapolítica y la manera como éstos movilizaron a la minoría votante más numerosa;
 es decir, al establecimiento cívico—militar, a los empresarios y los sectores medios del Colombian Dream, un bloque de poder nacional y regional que busca imponer una regeneración perversa, apalancado en el engendro parapresidencial que reemplaza al régimen neopresidencial de 1991, en medio de la euforia oligárquica que atesora voraz “la recuperación, que siguió a la recesión económica de 1999, la más profunda de los últimos setenta y cinco años de la historia colombiana”.

Aquí y ahora, caído el velo de la ignorancia nacional e internacional, se descubre el reino bestial de la realpolitik, el genocidio practicado por el bloque en el poder regional, la debacle humanitaria que le quita el sueño al más destacado publicista del presidencialismo de excepción, el patrón Álvaro Uribe Vélez, y a su áulica clientela civil y militar. 

Primero, el neopresidencialismo nacido en 1991 mutó bajo el antifaz del Estado comunitario —inoculado como modelo marcial de convivencia y desarrollo regional—, a cambio de la igualdad prometida por el Estado social de derecho. Luego, su verdadero libreto se revela con la guerra corporativa prolongada que lanza contra los trabajadores y pobres del campo. Es la estrategia que el oligopolio mediático comercializa, presentándola como portadora de la seguridad para las ciudades asediadas por “los bárbaros narcoterroristas”. A la vez, desde la sombra, el terror de los falsos positivos chantajea a la aterida sociedad del espectáculo para intentar convertirla en un sujeto manipulable: la ciudadanía del miedo, dócil al biopoder en red de un profeta armado que se vale del uso sistemático de la radio y la televisión pública y privada.
 

Reelección, multitud y parapolítica regional

 “Yo viví todo eso y jamás se me va a olvidar. Las motosierras, los muertos, las extorsiones y las vacunas. Ahora lo que estoy haciendo es limpiando mi alma”. Jairo Castillo Peralta, ex paramilitar de Sucre. Entrevista con revista Semana. Noviembre 20, 2006. Bogotá, p. 64.

Un azar revelador es el colofón de los cien días de la segunda presidencia de Álvaro Uribe Vélez. El azar de los azares es la incautación del computador de Jorge 40,
 cuyos archivos encriptados documentan y descubren la parapolítica como estrategia de gobierno
 paralelo, en cuatro departamentos costeños a los que se impuso una relación de dominio eficaz combinando terror y elecciones.
 En esta región de mayores contrastes entre pobreza y riqueza, la parapolítica ha gobernado como cuasi-Estado durante los tres últimos periodos presidenciales y con cruenta parsimonia teje la contrarreforma política y económica que somete a las pequeñas y medianas ciudades de su entorno, basada en el credo neoliberal. Este es el programa estratégico que juntó en dos tiempos –con el paréntesis de simulacros de diálogos de paz en el campo
–, el esfuerzo de los césares y los álvaros de la decadencia, siervos voluntarios e interesados de la economía de libre mercado imperial.
 

El truculento desmonte judicial del reality show de la parapolítica tuvo como antecedente una rivalidad en la cúpula de la rama jurisdiccional del poder público. El presidente reelecto intentó dirimir esta rivalidad con su discurso de posesión del pasado 20 de julio cuando, a propósito de la tutela contra sentencias judiciales, dijo: “La Corte Constitucional, como guardián específico de la Carta, debe conocer las acciones de tutela”. Aunque tal rivalidad jurisdiccional la desestimó el presidente de la sala penal de la Corte, Mauro Solarte en la entrevista con María Isabel Rueda, diciendo: “es una versión absolutamente perversa… Nada más alejado de la realidad”
. 

El sorpresivo y explícito activismo político de la Corte Suprema de Justicia, según el magistrado Solarte tuvo, en cambio, como causa eficiente: “un filón probatorio, que sólo se vino a presentar desde hace poco con la denuncia formulada por la doctora Clara López Obregón”
, al perder la elección para Congreso del pasado 14 de marzo. Su demanda es el hilo conductor que unifica las relaciones entre política y paramilitarismo, y produce el aseguramiento que la sala penal de la Corte Suprema de Justicia ordenó contra dos senadores, Álvaro García Romero y Jairo Merlano,
 y un representante, Eric Morris Taboada,
 oriundos del departamento de Sucre, presuntos asociados del jefe paramilitar Jorge 40. La tutela de Clara López denunciaba la intervención indebida del paramilitarismo en las votaciones. 

Las detenciones ocurren a los pocos días del sonado debate del Polo Democrático Alternativo (PDA) contra el gobierno recién reelecto. Aquel miércoles 18 de noviembre de 2006, el senador Gustavo Petro, vocero de la bancada senatorial de la aparición, destapó “esa olla podrida de la política amangualada con el paramilitarismo”
. El coro trágico de sus colegas examinó la secreta saga del presidencialismo de excepción con cifras macabras: 3.004 asesinatos cometidos por los paramilitares
, 300 personas secuestradas, crecimiento ininterrumpido de la producción y comercialización de cocaína en las zonas de control paramilitar, y aumento 15.000 a 31.000 de la cifra de los desmovilizados de las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) durante la neurótica negociación a cargo de un psiquiatra comisionado nacional de paz. 

La pírrica defensa de la paz con las AUC que lideró Carlos Holguín Sardi, ministro del Interior, ex jefe conservador de la coalición uribista en el poder, sólo atinó a esgrimir como gran argumento que las autodefensas desmovilizadas jugaron un papel fundamental en la reducción de treinta mil a dieciocho mil homicidios ocurrida en los últimos cuatro años.

En los críticos cien días de la crisis institucional, el Fiscal General, Mario Iguarán Arana, antes Viceministro de Justicia, reconoció también la nociva acción de Armando Martí, el Rasputín de la burocracia que vigila la seguridad del país. Este era un psíquico contratado para “lograr la armonía espiritual entre los funcionarios de la fiscalía y quien terminó develando, pero también participando, de profundas pugnas y casos de corrupción al interior de esa institución”
.

El Fiscal, repuesto de tamaño escándalo dobló la hoja, escuchó enseguida a Rafael García Torres, jefe de informática del Departamento Administrativo de Seguridad (DAS) para esclarecer las relaciones entre Rodrigo Tovar Pupo, alias Jorge 40, y Hernán Giraldo Serna con políticos y funcionarios costeños; y llamó a indagatoria al ausente ex director del DAS, Jorge Noguera Cotes, acusado por la Procuraduría General de la Nación de entregar información secreta y dejar suprimir antecedentes criminales de paramilitares y narcos. A Noguera, inicialmente, no sólo lo defendió el presidente Uribe sino que lo mantuvo en el cargo durante tres años; luego entre “mentiras y silencios”, el presidente le pidió al ex jefe del DAS —entonces embajador en Milán—, que se presentara, y éste renunció a su cargo diplomático en mayo de 2006.
 

El debate del Polo Democrático Alternativo (PDA) protagonizó en el Congreso, en medio de la farsa y del terror, un segundo acto eficaz de oposición legal en la coyuntura posterior a la reelección, catapultado por el empuje de la multitud ciudadana que resiste también en lo electoral. El primer acto, lo constituyó la ascendente ola democrática en que la multitud contribuyó a la seguidilla de éxitos electorales del PDA: la segunda votación presidencial para Carlos Gaviria Díaz, y el triunfo de Luis Eduardo Garzón para la Alcaldía de Bogotá. Incluso, en dos escenarios de poderío paramilitar, los departamentos del Valle y Antioquia, esta misma multitud ciudadana en resistencia civil contribuyó también a darle a los independientes Angelino Garzón la gobernación del Valle, y Sergio Fajardo la alcaldía de Medellín.

Carlos Gaviria, en el entramado parapolítico regional,  arrebató el triunfo a Álvaro Uribe Vélez en dos departamentos estratégicos, Nariño y Guajira. La resistencia democrática  avanza en lo electoral, simultáneamente, desde el norte y el sur recuperando poblaciones de manos de los señores de la guerra. Así, el nuevo Polo de la izquierda consuma, desde abajo, el quiebre a un monopolio histórico del bipartidismo,
 porque organiza de manera autónoma buena parte de la base social de trabajadores y pobres que antes controlaba la asociación oligárquica liberal-conservadora que impuso el Frente Nacional. 

Sin embargo, la disolución del antiguo bloque en el poder lo reemplaza por “arriba” una recomposición perversa de la dirigencia bipartidista, que al escoger el curso de la guerra, primero, en las postrimerías del gobierno de Andrés Pastrana, y, después, con la disidencia liberal y el partido conservador recomponen el bloque reaccionario con el cual triunfó  Álvaro Uribe Vélez en la elección presidencial de 2002. La parapolítica es su sostén último a la chita callando, y el engendro del rumbo degenerado que toma la crisis de  hegemonía, cuya historia, el presidente reelecto pide hoy que sea contada
. 

Este escándalo de la parapolítica lo destapó la ‘confesión’ de Miguel de la Espriella, senador del partido uribista Colombia Democrática
. Él contó en público apartes de la reunión seminal del bloque político reaccionario a la que asistieron medio centenar de políticos y empresarios costeños, convocada por los paramilitares en Santa Fe de Ralito (Córdoba), el 23 de julio de 2001. Este lugar, es una hacienda del confeso paramilitar, Cuco Vanoy, donde se realiza después, ¿por coincidencia?, la negociación de paz  del comisionado de paz, Luis Carlos Restrepo, con las AUC, acompañada por Sergio Caramaña de la OEA.
 

El senador De la Espriella, quien aclaró no ser paramilitar, sí reveló dejando vacíos que en Ralito “estuvieron congresistas, gobernadores, alcaldes, concejales, diputados y en ese momento nos hablaron [Carlos] Castaño y Mancuso y [dos] profesores venidos de la Sorbona”. En la reunión firmaron un documento que comprometía a los participantes a defender “la tesis de las autodefensas”, y creaban un movimiento comunal y político para refundar a Colombia, que “propendiera por un proceso de paz con las autodefensas”
. 

El mismo día, confirmaron lo dicho, tanto  Julio Manzur, ex jefe del Conservatismo, quien supo de la cita secreta, como la ex representante Eleonora Pineda,
 quien no sólo firmó ese documento “sino otros porque los consideré importantes para la paz del país”. Ella está recluida ahora en la cárcel El Buen Pastor.

Luis Carlos Ordosgoitia fue el segundo confeso de asistir al pacto para refundar la patria, un hombre de confianza del expresidente Pastrana, a quien el presidente Uribe después aconsejó también: “cuente toda la verdad”. Ordosgoitia estuvo obrando como el puente oculto entre los paramilitares de Salvatore Mancuso y Carlos Castaño y los dos presidentes de la transición reaccionaria. Uno de ellos, Andrés Pastrana, en el libro La palabra bajo fuego, disfrazó el hecho con la verdad oficial: “los paramilitares a través del representante Ordosgoitia y el ganadero Rodrigo García Caicedo solicitaron hablar con el gobierno en 1999 y aquel les puso dos condiciones: no más masacres ni narcotráfico”. 

Las primeras conversaciones non sanctas, al calor de lo que ocurría en el Caguán, terminaron en el balnerario de Cancún a finales de 2000, contando con la presencia el ex presidente español Felipe González y el escritor Gabriel García Márquez. Las segundas ocurrieron en Ralito al año siguiente, a la firma del Pacto que  selló el proceso de paz con los paramilitares e institucionalizó la ley de Justicia y Paz.

La revelación acerca del bloque regional del parapresidencialismo, la complementa una figura de oposición liberal al gobierno actual, el senador Juan Fernando Cristo, quien recordó como la reunión de 2001 coincidió “con el comienzo de la desbandada de congresistas liberales hacia la campaña del presidente Uribe”. Al tiempo que el senador Gustavo Petro pedía a los congresistas y demás implicados renunciar a sus cargos y curules de inmediato. La senadora liberal Piedad Córdoba fue más allá, y exigió la renuncia del presidente y la revocatoria del congreso actual por su elección fraudulenta. En cambio, otro senador del Polo Democrático Alternativo, Jaime Dussán, al unísono con el senador Miguel de la Espriella, propuso conjurar el desastre con una ley de punto final y una “comisión de la verdad”, y que los responsables paguen condenas de 5 a 10 años para cauterizar las venas abiertas por la parapolítica en Colombia.

Sucre, excepcionalidad de hecho y terror.

“Que la Fiscalía haya confirmado que al menos una de las denuncias sobre ‘falsos positivos’ había resultado cierta es un hecho de inmensa gravedad para las Fuerzas Armadas y debe provocar reflexiones serias y de fondo –más allá de la consabida disculpa de que hay ‘algunas manzanas podridas’—, que permitan revisar desde el sistema de ascensos militares hasta lo que se entiende por inteligencia militar”. El Tiempo, 23 de noviembre de 2006, p. 1—20.

“…las doctrinas de ‘la guerra justa’ y ‘la guerra contra el terrorismo’ informan un régimen orientado a un control social prácticamente total, que algunos autores han descrito como el paso del Estado de bienestar al Estado de guerra… Estas nuevas formas de poder y control actúan en contradicción cada vez más flagrante con la nueva composición de la población, y sirven únicamente para bloquear las nuevas formas de productividad y de expresión de la ciudadanía”. Hardt, Michael y Negri, Antonio, Multitud. Ed. Debate, Barcelona, 2004, p. 39.

Al filo de los cien días, cuando el debate en y sobre el Congreso catalizaba la crisis política abierta por la votación electoral a favor de la izquierda legal, la estrategia del terror paraestatal detonó una nueva carga mediática en las barbas de la nueva cúpula cívico—militar del bloque en el poder. Aunque no se esclarece aún quiénes fueron los autores determinantes de la bomba del Cantón Norte el día en que el general Mario Montoya reunía a prestantes ejecutivos en la Universidad Militar Nueva Granada, este hecho cerró una cadena de acciones criminales que, objetivamente, descubren el lado oscuro de la parapolítica: el estado de excepción de hecho con que la seguridad autoritaria completa el poder parapresidencial que busca la gobernación estable del sistema político, más allá de la legalidad. Este hecho, aún por esclarecer, terminó con el anuncio presidencial de terminar con la esperanza del acuerdo humanitario
El terror y la parapolítica bipartidista operan conjuntamente desde la década de los noventa. Este concierto para delinquir, conforma las redes políticas que soportan en lo regional la emergencia del régimen parapresidencial. Está probado, por ejemplo, que el departamento de Sucre es un nodo clave de la red de clientelismo cívico armado que habiéndose aclimatado en Antioquia, hoy sabemos que se extendió a casi todos los departamentos de la Costa. Los paracos se hicieron al control de esa red como nuevos señores de la guerra y guardianes del disfrute “pacífico” del poder económico ilícito concertado con las elites políticas locales, luego de expulsar a la guerrilla y perseguir las fuerzas de la izquierda civil
. En Córdoba, hasta el presidente tiene propiedades; como que es dueño de la finca más preciada: El Ubérrimo,
 y están por determinarse las propiedades aseguradas por  políticos nuevo y viejos vinculados con el orden de la degeneración democrática. 

Veamos la otra cara, el abandono institucional y la miseria de departamento de  Sucre. Ésta muestra cómo ocho de cada diez de sus habitantes son pobrísimos; el 64% de la población tiene necesidades básicas insatisfechas, el ingreso diario per cápita es menor a $835 y el alcantarillado sólo llega al 30% de los pobladores
. En menos de seis años esta población campesina y semi—rural, que desde 1989 tiene como gran padrino al senador Álvaro García, ahora en la cárcel, sufrió 16 masacres con las que se garantizó el sometimiento de la población a un estado de excepción de facto. La única alternativa que les permitió a muchos proteger sus vidas del régimen del terror y la servidumbre fue el desplazamiento. 

Una de estas masacres, que continúa impune, produjo el asesinato de 15 personas en Macayepo. A ella están vinculados el senador Álvaro García Romero, el ex gobernador de Sucre, Salvador Arana, quienes tienen orden de captura decretada a raíz del debate del PDA; y la ex congresista Muriel Benito Revollo, detenida y señalada como integrante del 35% de congresistas elegidos por la parapolítica. Este porcentaje fue revelado por Vicente Castaño en una macabra audiencia ante el Congreso. El hermano de Carlos Castaño, quien no aceptó recluirse en el Centro Vacacional de La Ceja junto a 19 comandantes paramilitares, aduce que el gobierno no cumplió lo pactado con las AUC, cuando se desmovilizaron en Santa Fe de Ralito. 

De otra parte, en la investigación que ha empezado a develar el terrorismo de Estado, la Fiscalía encontró el 22 de noviembre de 2006 evidencias suficientes para imputarle al mayor Javier E. Hermida, y al capitán Luis E. Barrero su participación en un primer falso atentado al sur de Bogotá (conocido como el primer falso positivo), el 14 de julio pasado. Pero el juez de control de garantías rechazó su aseguramiento por falta de indicios. Antes de iniciarse la investigación, el presidente y el ministro de defensa, defendieron a dichos oficiales, ignorando la rueda de prensa previa en la que el mismo ministro y el comandante del Ejército los habían exonerado de toda culpa. A éste le siguió el acto terrorista del Cantón Norte, que fue atribuido por el presidente a las FARC y le sirvió para cancelar ipso facto la prometida negociación del acuerdo humanitario con la guerrilla. La Fiscalía anunció que contra Hermida y Barrero se formularía una acusación en 30 días, pero el desenlace de los falsos positivos sigue pendiente. 

El presidente y supremo comandante de las FF.MM., ordenó en un consejo de seguridad la judicialización del Secretario de Gobierno de Buenaventura por presuntos actos delictuosos. Antes, en su arenga en el sitio del último atentado cuestionaba las pesquisas de los falsos positivos que, según él derivarían en acusaciones injustas al ejército, acusaciones que sólo buscan eliminar las redes de informantes que han ayudado a evitar actos terroristas.
 Estas acciones gubernamentales sirven a la causa del estado de excepción
 no decretado.

A la caída de la máscara de la parapolítica, son la paz y la verdad las que sufren un desgarrador aplazamiento. La biopolítica de la sociedad, esto es, la posibilidad de una real democracia experimenta una nueva amenaza atenazada brutalmente por el biopoder regional. El neopresidencialismo, descubierta su contracara oculta, ahora muta para continuar en el sucio juego de la guerra civil no declarada. Así, entre luces y sombras, emerge la figura del parapresidencialismo de excepción. 

La contracara de la regeneración reaccionaria, la oposición  a la parapolítica se destaca  con  signos de esperanza debido al éxito parcial del PDA en los espacios electorales de resistencia urbana. Este novel partido eligió directamente a la mayoría de delegados al Primer Congreso Nacional con una votación de 555.302 ciudadanos, de los cuales algo más de 95.000 lo hicieron en Bogotá, en la antesala de las elecciones del próximo octubre. Según su presidente, Carlos Gaviria, existen tres objetivos claros en el PDA: consolidar la unidad, “ser una opción real de poder en el 2010 y ganar mayor poder local en el 2007”
. 

Pero hay nubarrones en esta trayectoria, cuando se auscultan los intereses de dos dirigentes de izquierda, Lucho y Angelino, los Garzones, alcalde y gobernador en funciones, porque con ellos “hay mucha gente que tiene que tomar una decisión: pertenecer al Polo o no pertenecer al Polo”. Así lo advierte Carlos Gaviria porque en la práctica electoral: “hay que evitar la ambigüedad. Nuestra propuesta es tan sólida, seria y tan responsablemente formulada que muchos sectores del liberalismo, hasta del conservatismo o no alineados van a venir a reforzar al Polo”
.  

Entretanto, en el otro polo, el Partido de la U, ápex legal de los movimientos uribistas, enfrentó en su primer congreso una disidencia minoritaria de cinco de sus figuras más destacadas: Gina Parody, Martha Lucía Ramírez, Armando Benedetti y Nicolás Uribe con la defección a última hora del representante Mauricio Lizcano. Los disidentes amenazaron con demandar el Congreso por una reforma ilegal de los estatutos por la que la mayoría de 49 congresistas del partido “se podrían ir con su curul y con su voto”. 

El jefe del partido de la unidad uribista es ahora Carlos García, pero la senadora con mayor votación, Gina Parody, crítica de la relación con los paramilitares y de la ley de Justicia y Paz proclama: “preferimos ser disidentes cuatro años y no borregos”. En este mismo campo de derecha, el partido Cambio Radical dirigido por Germán Vargas Lleras también celebró su congreso, pero sus deliberaciones pasaron sin pena ni gloria y poco y nada se ha escuchado de la segunda fuerza de la regeneración reaccionaria del resquebrajado bloque uribista, en relación con el escándalo de la parapolítica, que también la afecta de modo directo.

 Luz y sombras de la seguridad imperial
“Un indicador del nuevo carácter activo y constituyente de la guerra es el desplazamiento de la política de ‘defensa’ a la política de ‘seguridad’ que el gobierno de Estados Unidos viene promoviendo, en especial como elemento de la ‘guerra contra el terrorismo’, desde septiembre de 2001(…) La seguridad obliga a configurar activa y constantemente el entorno mediante la actividad militar—policial (…) Esta noción de seguridad es una forma de biopoder, en el sentido que asume la tarea de producir y transformar la vida social en el plano más general y global”. Hardt Michael y Negri Antonio, Multitud, op. cit., pp. 42, 43. 
“En los municipios de Colombia donde ejercen su dominio, los jefes de las autodefensas son los dueños absolutos del Estado…Durante más de una década la expansión geográfica de estos ejércitos de señores de la guerra ha ido en ascenso, hasta llegar a convertirse en parte importante de la estructura de poder político en las zonas semiurbanas y rurales del país”. Duncan Gustavo, Los señores de la guerra: del campo a la ciudad de Colombia, Revista Foro, No 54, agosto de 2005, p. 3.

Álvaro Uribe Vélez, la figura mediática hecha de amor y miedo, no deja de seducir en público y en privado. Este presidente virtual padece el revés electoral interno y militar en Irak de su principal socio, el presidente George W. Bush, con quien comprometió la causa económica del TLC y el Aptdea, y la política de seguridad nacional. La derrota republicana forzó su visita a Washington para defender la prórroga del Aptdea que vencía el 31 de diciembre. La pérdida republicana del Congreso frente a los demócratas de Nancy Pelosi y Barack Obama
, se tradujo en la solicitud de aplazar la firma del Tratado de Libre Comercio con Colombia. Al final el Tratado lo firmaron el delegado John Verenau y Jorge Humberto Botero, nuestro ministro de Comercio, el pasado 22 de noviembre. Pero el TLC tiene por delante a un congreso de mayoría demócrata con nuevas exigencias. 

La visita intempestiva del presidente Uribe buscaba prevenir el desastre económico inmediato de no prorrogarse el Aptdea, y casi coincidió con la anulación del primer juicio al guerrillero de las FARC Ricardo Palmera (Simón Trinidad), sindicado de participar en el secuestro de Keith Stanscell, Thomas Howes y Marc Gonsalves, tres contratistas norteamericanos del Plan Colombia. Así concluye la estrategia antisubversiva del Plan Patriota. 

La nueva situación política de la presidencia imperial, en cabeza de George W. Bush, y el urgente cabildeo presidencial de Uribe en Washington, resumen bien la conexión y el compromiso de los “ejecutivos gemelos” con la seguridad imperial, eje de una estrategia económica y política compartida. De una parte, el gobierno norteamericano quiere consolidar un aliado en la región andina para preparar la guerra preventiva y el monitoreo policial de los gobiernos de centro—izquierda, en especial, el de Hugo Chávez, cuyos amagos de autonomía y la disposición generosa de la renta petrolera impactan los ánimos de la multitud de trabajadores y pobres, incluso en los mismos Estados Unidos.

Desde el 23 de noviembre. La guerra imperial en el Oriente medio con la dirección político militar estadounidense sufrió un revés considerable en Irak, donde prospera una inminente guerra civil interna entre la minoría Sunita y la mayoría Chiíta agudizada después del ataque a Ciudad Sadr, en Bagdad. A ello se añade el fracaso moral de la cruzada global contra el terrorismo, dada la divulgación de actos de tortura y muerte a extranjeros en Abu Ghraib, la denuncia de los sitios de reclusión secretos en Europa, y los actos de irrespeto a las libertades civiles en los propios Estados Unidos. 

Esta situación propició la derrota electoral interna de los republicanos y la caída inmediata del secretario de Estado, el halcón Donald Rumsfeld,
 cuya salida golpeó a los ejecutores de la doctrina de guerra preventiva y la continuación del Plan Patriota en Colombia. Al unísono, el actual ministro de la defensa, Juan Manuel Santos, anunció que aquel Plan cumplió su objetivo, aunque sea vox populi que no se logró la anunciada y pronta derrota estratégica de la guerrilla de las Farc. Ahora, el gobierno busca debilitarla para obligarla a una negociación sin acuerdo humanitario previo. 

Al mismo tiempo, el polémico ministro Santos publicita el nuevo plan de guerra destinado a combatir el comercio del narcotráfico en el Pacífico. El resultado inmediato son los actos de guerra que se viven en el infierno de Buenaventura y la grave situación de orden público en Cali (agudizados en las últimas semanas); estos tienen una relación directa con el problema
. Se continúa así con el estado de excepción por la vía de la guerra regional. 

La seguridad social y la urgente democracia de los muchos

“Las tasas de crecimiento del PIB de los dos últimos años, 4,8% y 5,1%, respectivamente, corresponden a la fase creciente del ciclo actual de la economía, que coincide con la notable expansión de varias de las principales economías del mundo. Aún cuando el resultado es bueno, creemos oportuno advertir al país que este crecimiento es insuficiente, inequitativo e insostenible.”

El patrioterismo distrae la miseria de las multitudes al prometerles la seguridad sin transformación social. La guerra es vendida como condición sine qua non para promover la igualdad real futura para los muchos. Pero este patrioterismo presidencial, en vez de aplacar atiza ahora la resistencia creciente de trabajadores y pobres, tanto en Colombia como en los Estados Unidos, cuyo gobierno quema billones de dólares en sus frentes de ocupación en Irak y Afganistán para controlar las fuentes naturales de petróleo y gas; y en Colombia apoya una guerra contraguerrillera de desenlace incierto con el pretexto de combatir el narcoterrorismo. 

El riesgo económico mayor de la política regeneradora continúa al bloquearse los trámites del congreso norteamericano para sellar el pacto que pondría en marcha el TLC, a no ser que se satisfagan drásticas exigencias en materia de derechos humanos y asuntos laborales. La negativa provisional frena la recuperación mediocre y contradictoria del crecimiento económico que se expresa tanto en la espiral de la revaluación del peso frente al dólar, como en los beneficios que ello genera en favor del capital financiero y los bancos que ganaron $5,5 billones de pesos, superando el 50% obtenido en el año 2004.

La otra cara económica, el país de trabajadores y pobres, enfrenta las cifras de la Misión de Pobreza MERPD, la cual señala que en Colombia los pobres bajaron a un 49,2% de la población, con las cifras del CID de la Universidad Nacional para el cual los pobres llegan ya al 60%. La diferencia estadística radica en el valor de la medida de la pobreza. Los costos comparados de la canasta de pobres divergen entre el MERDP: $224.586, 13, y el CID: $267.128,28; lo mismo ocurre con los costos la línea de indigencia que para el MERDP: 90.801,52, y el CID: $107.867,85. 

El rumbo imperial varía en Colombia, particularmente ahora, cuando la receta policial del estado de excepción compartida por los ejecutivos reelectos en el norte y el sur de América se acerca al naufragio social. Así lo entendió de inmediato el presidente Uribe Vélez quien en el lobby en Washington esgrimió la explosiva carta de lo social, para rescatar 600.000 empleos que perdería el país si el Aptdea no se prorrogara más y, paralelamente, anunció la catástrofe que sobrevendría si el TLC no se aprueba por el congreso de mayoría demócrata. 

El argumento de lo social funge como una trinchera del beneficio capitalista, cuando el ingreso de los trabajadores colombianos en dos años se deterioró, pasando de $755.000 a $675.000 en las trece principales ciudades del país, siendo más afectados los hombres, los profesionales y los trabajadores del agro y la minería. Y entre éstos quienes más sufrieron fueron los trabajadores de los servicios financieros, esto es, 9 de cada 100 trabajadores colombianos. Para ellos el ingreso cayó en un 17,43 %, seguido por los profesionales con carrera universitaria que sufrieron una reducción del 16%, ya que obtienen un ingreso promedio de $ 1.592.000 Estos son los datos de la encuesta de hogares del Departamento Nacional de Estadísticas (DANE) y del Departamento de Planeación Nacional (DNP) al finalizar el año 2005.
 

La brecha social descrita explica bien cómo el voraz capital financiero transnacional incrementa más y más su rol de leonino en la bonanza del crecimiento desigual del neoliberalismo tardío en Colombia. Pero hay más: a julio de 2006, la tasa de subempleo era del 31,8%, es decir, 6.607.000 que son subempleados, y la de desempleo alcanzaba el 13,1%, y la tasa de ocupación bajó de 54,1% a 53,9%. Durante el mismo mes de julio se rompió la tendencia de incremento en el empleo, perdiéndose 183.000 puestos de trabajo, y cayó también la tasa global de participación, es decir, que menos personas salieron a buscar empleo.

La cuenta de la seguridad social del primer gobierno Uribe muestra un altísimo saldo en rojo para la multitud ciudadana. La pobreza y la miseria estructurales se consolidan a través de las reformas de las leyes 797 de 2002 y 860 de 2003 las cuales flexibilizaron el ingreso laboral,
 mientras que la enmienda constitucional de 2005 desmonta el régimen pensional anterior para que el fisco nacional “gane” cerca de 20 puntos porcentuales del PIB, cubriendo así tan sólo al 25% de los colombianos que se jubilan.
 Con ello se complacen los requerimientos de los aseguradores del riesgo en el casino capitalista global. 

En la fila están la reforma tributaria  — que pretendía penalizar a los deudores morosos—, y la reforma de las transferencias hacia departamentos y municipios que ya habían sido modificadas y disminuidas en 2001, en el progresivo desmonte del situado fiscal que era la nuez de la descentralización política. Las transferencias siguen siendo el alimento de las raquíticas políticas de igualdad social en materia de educación, salud y saneamiento ambiental; y vuelven a estar en la mira del presidencialismo de excepción para disciplinar la voracidad de los grupos al margen de la ley, y controlar el complejo sistema político de las clientelas que se traslapan como la retaguardia del orden regenerador antidemocrático. 

Las transferencias, que contribuían al mito de la descentralización como contrapoder participativo del poder neopresidencial centralizado, pasaron a financiar los objetivos del Estado mafioso regional, ahora subsumido en la forma comunitaria que promete el desarrollo para todos. Así, el presidente reelecto, en pos del “país de propietarios”, proclama reducir el desempleo en Colombia a un 8,6% para este cuatrienio, mediante un presupuesto de $222 billones con una participación de $54 billones del sector privado. Naturalmente, la seguridad y la defensa tienen la voz cantante, enfrentadas contra las urgencias del gasto social
. Aunque el lema sea  un “desarrollo para todos”  el hambre, la miseria y la exclusión de las multitudes pueden esperar. Mientras tanto, las mieles de la recuperación económica engordan las considerables ganancias del capital financiero y las empresas transnacionales.

El presidente y su ministro de hacienda siguen aferrados al evangelio del difunto Milton Friedman y a la receta del extinto Consenso de Washington que inspiró la devastadora parábola neoliberal. Ellos quieren emular el Chile próspero que marchó paralelo con la dictadura de Augusto Pinochet. Entonces conviene que hagamos un rápido retroceso sobre la historia económica y social del país para entender las variaciones actuales en el poder político presidencial actual en Colombia. 

La estructura social de privilegios creció y se reprodujo desde la colonia a la sombra de la encomienda primero, y después con la extensión del régimen de hacienda centro—andino. Esta continúa siendo el sostén regional del poder presidencial autoritario, que reproduce la lógica de mando premoderno sobre el país rural y semiurbano. Es el modelo que Fernando Guillén Martínez describió en El poder político en Colombia, cuando la industrialización tardo capitalista era inducida por el control burgués terrateniente del poder público bajo el régimen de la sustitución de importaciones (el modelo ISI). 

El modelo ISI cayó sacudido primero por la urbanización, la dependencia de la innovación tecnológica y, después, debido a la liberación planetaria del capital financiero bajo la divisa de la apertura económica que se hizo imperativa en la década de los años 80. Luego, el capitalismo legal e ilegal creció en Colombia irrigado por la bonanza económica de los cultivos ilícitos, que sostenía a multitudes de pobres y jornaleros del campo y la ciudad en procura de su básica subsistencia a cualquier precio y riesgo. Junto a la miseria de éstos, se ampió y diversificó la clase media, sirvieron de conector entre los  grupos de ricos burgueses y terratenientes  y las clases trabajadoras y pobres en general. 

En 1985, un año indicativo en el arranque de esta nueva tendencia de acumulación capitalista en el continente, la producción de la cocaína ya alcanzaba en Colombia a ser el 5% del PIB para descender al 0.8% en el 2004, generando entonces unos $ 800 millones de dólares. Estos indicadores históricos permitieron luego a los estudiosos de la economía nacional determinar el carácter cíclico de este componente ilegal fundamental. En fecha reciente, el ciclo que rige a la economía de la producción industrial de la coca experimentó una nueva expansión de 30.000 hectáreas de cultivos con utilidades cercanas a $1.100 millones de dólares en el 2005. 

Este es el balance  del seguimiento histórico hecho por el investigador Ricardo Rocha. Y se puede constatar, además, en el nuevo régimen de acumulación la manguala de la economía ilegal de la coca con los circuitos del capital financiero que se lucran al máximo de sus rendimientos crecientes. Casi nada han podido las campañas de erradicación lanzadas antes y después de la reelección con el apoyo militar y financiero del centinela imperial. Los últimos reportes de  la misión de la ONU  y los difundidos por la CIA,
  se enfrentan en la discusión del retroceso o avance de las  áreas de coca cultivadas durante el año 2006, cuando la erradicación y fumigación conducida por el gobierno reelecto alcanzó unas 200.000 hectáreas.  

La información rendida por Washington casi equipara las cifras registradas al comienzo del Plan Colombia, que eran de 165 mil hectáreas en el año 2001. Probando el fracaso de dicha política en términos estadísticos, y la urgencia de cambiar la receta ahora en manos de un congreso norteamericano conducido por los demócratas, en contradicción con la política de la presidencia imperial en cabeza de George W. Bush, y los halcones republicanos.

El investigador Eduardo Sarmiento define el nuevo marco macroeconómico que precede al presidencialismo de excepción, - que aquí caracterizamos como parapresidencialismo, a la luz de las realidades regionales rurales y semiurbanas -, al inventariar los ‘beneficios’ de la apertura económica. Él concluye con involuntaria ironía que Colombia no se beneficiará, porque las ventajas comparativas de nuestra apertura responden a productos que carecen de demanda mundial, excepción hecha de la cocaína y otros sucedáneos. 

Así, el desmonte político del capitalismo proteccionista, no sólo desplaza la producción industrial y agrícola, sino que también debilita severamente la demanda efectiva y destruye el empleo en gran escala. El desplazamiento de 3 millones de colombianos y el exilio han sido las dos caras inocultables,
  el trasunto de esta debacle social en medio de la engañosa prosperidad económica para las minorías. Para sostener este contraste se da el florecimiento perverso de la parapolítica,  y explica, en parte considerable, la ruta autoritaria asumida por el régimen parapresidencial que avanza desde las regiones hacia las ciudades, teniendo como caja de resonancia al poder legislativo, como el instrumento que legitima la contrarreforma reaccionaria que el capital transnacional y sus aliados imponen en Colombia. Es la degeneración democrática que trata de legalizar con inaudito cinismo el control paramilitar regional como trueque por el triunfo que éste contribuyó a forjar con sangre y dinero con la reelección presidencial.

Con todo, los resultados de la política económica en los tres quinquenios de apertura neoliberal son desalentadores. Las estadísticas de catorce años, incluido el primer periodo de Álvaro Uribe Vélez, prueban que “el producto nacional creció a la tasa más baja del siglo, el desempleo alcanzó la tasa más alta y la pobreza y el índice de Gini de la distribución del ingreso regresaron a los niveles de mediados del siglo XX”
. Los tratados de libre comercio que nos pusieron en la senda del Estado—mercado, y dejaron atrás el “capitalismo político”,
 trajeron a cambio más explotación económica y mayores índices de exclusión social en los campos y en la periferia de las grandes ciudades. 

En la encrucijada del Estado mafioso y el parapresidencialismo

 “El paramilitarismo empezó en Medellín con Pablo Escobar” Alonso Salazar, escritor y candidato a la Alcaldía de Medellín. Entrevista en Caracol Radio, noviembre 28, 2006.

“Enrique Osorio y yo recibimos la orden de parte de José Gamarra (congresista por el Magdalena, junto con Alfonso Campo y Jorge Luis Caballero) de presentarnos en el comando de la campaña presidencial del doctor Álvaro Uribe Vélez (…) Enrique Osorio junto con Pepe Sierra (otro funcionario de la registraduría regional) propusieron que para la campaña presidencial se hiciera el fraude en un número menor de municipios, con el propósito de que las votaciones no fueran escandalosas”. Testimonio de Rafael García, jefe de Informática del DAS, revista Semana, Bogotá, noviembre 27 de 2006, p. 42.

En la presente coyuntura, la fórmula que descubre el principio del orden regional combina a las AUC con el sistema clientelista que reproduce el orden político, ha llevado a no pocos estudiosos a afirmar que el colombiano es un Estado mafioso, y en nuestro caso que su régimen mutó de una forma neopresidencial consagrada en la Constitución a un gobierno parapresidencial. Tras la denuncia pública de la parapolítica sobrevivió la persecución circunstancial que sus actores más visibles sufren por parte de la Corte Suprema de Justicia y de otras instituciones judiciales como la Fiscalía y la Procuraduría. Estas instituciones interrogan, actualmente, a un nutrido grupo de congresistas y funcionarios del gobierno, e involucran también al DAS, al Ejército y a la Policía por acción o por omisión, a los Consejeros de Estado de la Sección Quinta o al presidente del Consejo Superior de la Judicatura, Luis Alfredo Escobar Araújo, quien reconoció su amistad con el mafioso Giorgio Sale, aunque negó ser juez de la mafia internacional de la que éste italiano hace parte.

El desmonte parapolítico del Estado social de derecho ocurrió con la transición de la paz a la guerra en la administración de Andrés Pastrana, cuya genealogía se remonta históricamente al ataque ordenado por el presidente César Gaviria al cuartel general de las FARC, el mismo día en que se iniciaba la elección de delegados a la Asamblea Constitucional. Ésta tenía la utópica pretensión de llegar a plantear un pacto político viable e incluyente, sin tocar las estructuras del poder real, legal e ilegal. Así se hizo un acuerdo provisorio, que llevó a la cárcel de “la catedral” a Pablo Escobar y sus lugartenientes, después de la emblemática prohibición de la extradición apoyada en una retórica nacionalista, que concluyó con su muerte asistida por el gobierno norteamericano. 

Después de más de veinte años han pasado tres generaciones de narcotraficantes, y a través de ellos el ejercicio paralelo de la parapolítica como complemento en alianza con las elites de los partidos tradicionales, dispuestas a defender la propiedad y sus privilegios, y a combatir por todos los medios las iniciativas autónomas de los grupos y clases subalternas en la ciudad y el campo. 

La estrategia política que sale a la luz pública comenzó con la vinculación del propio Pablo Escobar al Partido Liberal, en compañía de Jairo Ortega, luego del fracaso de un intento independiente: el Movimiento Latino impulsado por Carlos Ledher y sus socios del cartel de Medellín. De ese entonces quedó el movimiento Muerte a Secuestradores —MAS—, cuyo animador principal era Gonzalo Rodríguez Gacha, tras cuya muerte se recompuso como el movimiento político Morena en el Magdalena Medio, orientado políticamente por un antiguo asociado al cartel, Ernesto Báez uno de los 19 comandantes paramilitares recluidos hoy en la Ceja. Este último fue conductor intelectual del laboratorio cívico paramilitar de Puerto Boyacá, un exitoso modelo antisubversivo que se propuso aniquilar las bases sociales del ELN y la UP. De allí el modelo contrainsurgente se desplazó a otras regiones, con la connivencia de los bloques bipartidistas de poder regional. El siguiente banco de prueba fueron el Urabá antioqueño y Urabá chocoano, en donde se extirparon los experimentos de la UP y los simpatizantes tanto de la izquierda legal, los sindicatos y movimientos cívicos y sociales como de los proyectos guerrilleros del EPL y las FARC.

A raíz del restablecimiento de las Convivir por el presidente Ernesto Samper y su ministro Fernando Botero, el gobernador de Antioquia, Álvaro Uribe Vélez convivió en el tiempo y lugar con el despliegue del modelo parapolítico a escala regional. Él desarrolló tanto un modelo de depuración administrativa y estímulo industrial como una política de seguridad contrainsurgente eficaz. Allí contó con “un laboratorio de paz” y el auxilio encubierto de la preexistente alianza entre narcotraficantes y grandes propietarios de tierras y ganados, quienes participaron de las Convivir hasta que fue derogada la ley que las creó desde los años 60. En los 90 las Convivir renacieron como autodefensas rurales contra las acciones extorsivas y los controles ejercidos por los frentes guerrilleros establecidos en las regiones y municipios más conflictivos de Antioquia. 

En los años noventa florecieron diversos frentes paramilitares, los cuales se unificaron en las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) en 1998, bajo la jefatura militar de Carlos Castaño, y decidieron incursionar como movimiento político nacional. Para entonces, éstas habían consolidado “la recuperación” de un importante número de municipios y corregimientos rojos, de control o simpatía con la guerrilla. Esta fuerza militar hizo tránsito a una alianza política que se constituyó entre los años de 1999 y 2001, como ahora se documenta a partir de las revelaciones de los políticos costeños. Así lo prueban las confesiones vergonzantes del liberal Miguel de la Espriella, y el conservador Luis Carlos Ordosgoitia, autorizado previamente por el presidente Álvaro Uribe Vélez. Ellos hablan de la celebración de un acuerdo para refundar a Colombia firmado en Santa Fe de Ralito. 

Esta alianza se disparó debido a las preocupaciones que levantó el triunfo de Andrés Pastrana en la segunda vuelta presidencial, favorecido por las negociaciones de paz acordadas con el jefe histórico de las FARC, a través de los buenos oficios de Álvaro Leyva. En la reunión fundacional del Movimiento Comunitario Nacional, Carlos Castaño señaló como justificación para esta nueva alianza estratégica: “Nosotros también necesitamos un proceso de paz” para contrarrestar el posible desenlace de las negociaciones en San Vicente del Caguán, y preparar la regeneración reaccionaria en las regiones. 

Andrés Pastrana, antecesor del presidente Uribe, después de renunciar a la embajada de Washington, en su libro La palabra bajo fuego compara años después los procesos de San Vicente del Caguán y Santa Fe de Ralito: “La diferencia de Ralito y el Caguán reside en que en el primero no se conocieron las conversaciones pero se pactó, mientras en el Caguán la agenda y las discusiones eran de cara al país, pero las conversaciones se rompieron. No hubo acuerdo, ni pacto, ni concesiones posteriores”. Claro, el presidente Pastrana guarda silencio sobre los antecedentes. 

Después vino una nueva elección presidencial, precedida por la legislativa de 2002, en la cual se cometió el fraude que dio forma definida al parapresidencialismo. Este fraude lo documentó la denuncia Rafael García, el ex jefe de informática del DAS en su testimonio ante la Corte Suprema de Justicia que duró tres días. Según el testigo de excepción fueron por lo menos cuatro los departamentos en los que se desarrolló la operación electoral que garantizó el fraude: Magdalena, Cesar, Guajira y Bolívar. Allí los registradores hacían efectiva la máxima del sociólogo Camilo Torres: “en Colombia quien escruta, elige”. 

Pero esta estrategia electoral arrancó en 1999 con el triunfo orquestado por el Bloque Norte de las AUC, dirigido por Rodrigo Tovar Pupo, alias Jorge 40. La conquista de las alcaldías y concejos se consolidó con la elección del gobernador José Domingo Dávila Armenta quien obtuvo 80.000 votos. Después vino el fraude electoral en marzo de 2002 en Cesar y Magdalena, donde, según el ex funcionario del DAS, el Movimiento Provincia Unida obtuvo la victoria alterando los tarjetones de la elección. 

Rafael García, además señaló en sus declaraciones que “Enrique Osorio junto con Pepe Sierra (otro funcionario de la Registraduría regional) propusieron que para la campaña presidencial se hiciera el fraude en un número menor de municipios, con el propósito de que las votaciones no fueran escandalosas”.
 

Beneficiado por el fraude electoral de 2002, fue elegido el hoy reelecto presidente de Colombia y su Congreso admirable. Para ese entonces, antes de renunciar, el ex ministro Fernando Londoño así calificó a este Congreso obsecuente; hoy se sabe que, de modo deliberado o involuntario, la presencia de algo así como el 35% de los congresistas electos en 2002, se logró con el concurso de las AUC. Era el desarrollo del proyecto contrainsurgente del Movimiento Nacional Comunitario que, una vez proclamado en Santa Fe de Ralito a finales de 2001, se extendió a Antioquia mediante la reunión de Arboletes, y de allí a otras regiones, que están por documentarse. 

Con la tercera parte del Congreso intervenida y controlada por las AUC, con una estructura local que reconoce una penetración legal e ilegal del paramilitarismo en algo más de 400 municipios y sus regiones, y con ocasión de la vigencia de la Ley de Justicia y Paz, es evidente que no sólo el régimen sino el sistema de participación establecido en la Constitución de 1991, están penetrados por las fuerzas y los aliados del paramilitarismo, fenómeno que definimos como “parapresidencialismo por excepción”. De ahí que no le sobren razones a la periodista Claudia López, acuciosa analista de este proceso, quien habla de la necesidad de una “verdad judicial para desmontar el para—Estado”. Ella misma había denunciado, en septiembre de 2005, la verdad de las elecciones en la Costa colombiana, y ahora ve corroborado aquello que encontró en su investigación divulgada por la revista Semana.

Sin embargo, en rigor teórico, hablar de para—Estado alude a su forma actual: el modelo del Estado comunitario que, cuando menos, guarda una odiosa coincidencia con el Movimiento Nacional Comunitario de las AUC. La forma Estado debe ser preservada, para Claudia López y la mayoría de los críticos liberales de Uribe Vélez, como el analista Pedro Medellín, quien ha publicitado la hipótesis según la cual el presidente de la reelección se encuentra sitiado, y a su que hacer carismático, lo califica de desinstitucionalizante. 

La encrucijada de Álvaro Uribe Vélez y el bloque que lo respalda se expresa, sin embargo, en un dilema: o desmonta el modelo de Estado paraestatal que creció bajo el amparo de su proyecto de Estado comunitario o renuncia para darle paso a una reconstrucción democrática del orden político colombiano. Ahora bien, más allá de esta crucial decisión, el mutante régimen neopresidencial creado en la Constitución de 1991 tiene que ser, igualmente, desbaratado drásticamente, para dar paso a una nueva institución que propicie una verdadera transición democrática. 

Por lo pronto, las elites han puesto sobre la mesa la alternativa de dos fórmulas teóricamente trilladas: el semipresidencialismo y el parlamentarismo. A cobijo del Jockey Club, un ex presidente ya nonagenario ha vuelto a jugar la carta del parlamentarismo, paralela al impulso del acuerdo humanitario, que es la ventana para trabajar una nueva negociación de paz con la FARC. Así las cosas, la relación de ésta con la oposición legal, y el común de la gente es crucial.

A una postura democrática consecuente, no le bastan los remedios de cambio de régimen que se proponen, tiene que haber una reforma estructural del sistema económico y social que haga inviables los más groseros modelos de dominación clientelar y neoclientelar que se afincan, en últimas como lo vimos, en las condiciones de pobreza y miseria que no ceden, a pesar del último registro optimista del censo elaborado por el DANE para el 2005, según el cual, los colombianos con necesidades básicas insatisfechas bajaron de 11,8 millones a 10,8 millones. 

Estas transformaciones sólo pueden lograrse con una revolución democrática que, como corriente subterránea atraviesa el desolado panorama social, y es su marcha la que alimenta en la superficie el fenómeno de la compleja unidad de la izquierda, en el cual el PDA es por lo pronto su tímido oficiante legal. Los días por venir, regional y globalmente definirán la tesitura y los alcances de este despertar democrático que no ha podido contener la parapolítica con los cientos de fosas comunes y los millones de desplazados; y tampoco se somete la farsa institucional del Estado comunitario, cuyo sostén es el régimen parapresidencial que caracteriza esta transición antidemocrática que le apuesta a la guerra y a la rendición como salida exclusiva y excluyente a la catástrofe en que se traduce la condición humana en Colombia.

* Profesor asociado, investigador y director del Grupo de Investigación Presidencialismo y Participación, Instituto Unijus. Departamento de Ciencia Política. Universidad Nacional de Colombia.


� El libro se titula Seguridad y gobernabilidad democrática. Neopresidencialismo y participación en Colombia (1991-2003). Unijus/DIB. Facultad de Derecho y Ciencias Políticas. Universidad Nacional de Colombia. Bogotá, 2005.


� El tópico de la reelección inmediata fue estudiado en un segundo libro, La reelección presidencial inmediata en el sistema político colombiano, que aparecerá publicado en la Colección Gerardo Molina del Instituto Unijus. Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales. Universidad Nacional de Colombia. Bogotá, 2006. 


� El presidente fue reelecto con 7.363.297 votos correspondientes al escrutinio del 99,82 % de las mesas. Él obtuvo el 62,2 % frente al 53 % del año 2002. Comparado con cuatro reelecciones en Suramérica, Álvaro Uribe Vélez tiene el mayor incremento porcentual: 9,2 %, seguido por el 8 % obtenido por Alberto Fujimori. Sin embargo, la votación a su favor llega apenas al 27,5% del potencial total de electores colombianos.  


� González Jorge I. y Bonilla Ricardo. Bienestar y macroeconomía 2002-2006. UN Periódico.


� Ver el artículo La contracara real de un presidente virtual, publicado en Actualidad Colombiana. 


En: Julio de 2006. http://www.actualidadcolombiana.org/boletin.shtml?x=1390


� Rodrigo Tovar Pupo, hijo de una familia de terratenientes costeños, comandante, hasta su reclusión en La Ceja, del Bloque Norte de las Autodefensas que controla el departamento del Cesar, región en la cual los cultivos de coca se incrementaron en un 24% el último año. Ver el artículo de Daniel Coronell, El Mapa del fracaso. En: revista Semana, 4 de septiembre de 2006, p. 17.


� El vocablo proviene del latín gobernaculum que designaba el timón del barco y, por extensión, connota la acción de dirigir o conducir; y ésta, finalmente, remite a la palabra griega kubernetes, el timonel de navíos, y que en el Gorgias es utilizado para designar el arte de gobernar a los hombres. Consultar Barrera Delgado, Armando. “La historia como sistema adaptativo”. Cibernética e historia. Universidad Inca Garcilaso de la Vega. Lima, 2002, p. 4.


� Después del Pacto de Ralito, firmado para “refundar la patria”, el 23 de julio de 2001.	


� Este periodo correspondió a las presidencias de Ernesto Samper Pizano y Andrés Pastrana Arango. El primero intentó negociaciones de paz con el ELN, cuando los paramilitares minaban su retaguardia estratégica; mientras que el otro se empeñó en lograr la paz con las FARC, cuando éstas eran una amenaza estratégica en términos político-militares hasta que se produjo mediante la acción aérea el desmonte de su ofensiva estratégica después de la batalla de Mitú.


� Ver el ensayo del profesor Jairo Estrada Álvarez, Orden neoliberal y reformas estructurales en la década de 1990. Un balance desde la experiencia colombiana. En: Revista Ciencia Política No. 1, Departamento de Ciencia Política, Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales, UNAL. Bogotá, enero-junio 2006.


� Entrevista en la Revista Semana. Noviembre 27, 2006, p. 76.


� Ídem, p. 76.


� Contra Álvaro García se abrió indagatoria en julio de 2002 por la masacre de Macayepo, pero la Procuraduría archivó este proceso. En: periódico El Tiempo, noviembre 15 de 2006, pp. 1-4. 


� Dos de los congresistas, Morris y García, pertenecen a Colombia Democrática, y Jairo Merlano, al Partido de la U, ambos, integrantes de la coalición Uribista, artífices de la reelección presidencial. 


� D’Artagnan. Gustavo Petro: el mejor. En: periódico El Tiempo, páginas editoriales. 14 de noviembre de 2006.


� Estas son cifras de la Comisión Colombiana de Juristas. La Fiscalía investiga de éstos 1497 asesinatos, en tanto que la oficina del Comisionado de Paz, Luis Carlos Restrepo, dice que son 252 las muertes ocurridas a partir del año 2004. El computador incautado a Jorge 40, jefe de un solo frente de las AUC, reporta 558 asesinatos perpetrados en 17 municipios del Atlántico y su capital, Barranquilla. Ver periódico El Tiempo, 20 de octubre de 2005, p. 1-4.


� El Tiempo, ídem., p. 1-4.


� “Todos los informes confidenciales que Martí reportó durante trece meses están plasmados en papelería oficial (…) El, dentro de un equipo de trabajo, se ocupó de aspectos relacionados con la convivencia e integración del recurso humano de la Fiscalía”. Ver El Rasputín de la Fiscalía. En: Revista Semana, septiembre 11 de 2006. Bogotá, p. 50.


� En la columna Mentiras y silencios, Daniel Coronell cierra diciendo: “El presidente rara vez responde a un cuestionamiento (…) y cuando los hechos lo ponen en evidencia: guarda silencio. Ahora que está invitando a sus aliados a reconocer la verdad, debería empezar con el ejemplo”. Revista Semana, noviembre 27, 2006, p. 23.


� El quiebre de este pacto oligárquico también provino de una corriente antipolítica de derecha, liderada por el independiente liberal Álvaro Uribe Vélez, ahondando en la operación de guerra iniciada por su inmediato antecesor, Andrés Pastrana, en la transición de la regeneración reaccionaria.


� Luis Carlos Ordosgoitia, quien fuera hoy Director del Instituto Nacional de Concesiones (Inco), y antes representante conservador del departamento de Córdoba, fue desde 1999 el canal entre los paras y el gobierno de Andrés Pastrana. En tal calidad asistió, a finales de 2001, a la reunión de fundación del Movimiento Nacional Comunitario, en la que fue uno de los firmantes de la proclama de 12 hojas. El ex presidente Pastrana dijo: “Nunca supe de esa reunión”, y aquel dice que nunca informó de ese encuentro. Ver periódico El Tiempo, 28 de noviembre de 2006, p. 1-6. 


� El senador distribuyó en Córdoba en 1993, los dineros que el entonces tesorero del Partido Liberal, Santiago Medina remitió para financiar la segunda vuelta en la candidatura de Ernesto Samper. El fue absuelto por la Corte Suprema de Justicia. El también intercedió por la liberación de Piedad Córdoba en el Nudo de Paramillo, quien fuera secuestrada por los paramilitares.


� La Fiscalía y la Corte ordenan, casi un año después, el 14 de mayo 2007, la captura de todos los firmantes.


� Ver entrevista en El Tiempo, 26 de noviembre de 2006. Bogotá, p. 1-16.


� Eleonora Pineda, una cosmetóloga, junto con Rocío Arias fue excluída de las listas de Colombia Democrática, el partido fundado en 1985 por Álvaro Uribe y su actual director Mario Uribe, como disidencia liberal con el nombre Sector Democrático. El partido tiene 35 alcaldes, 396 concejales y 19 diputados.


� Más políticos confirman pacto, en El Tiempo, 27 de noviembre de 2006. Bogotá, p. 1-2.


� Según la información decomisada a Edgar Ignacio Fierro Flórez, “Don Antonio”, al servicio de Jorge 40, y quien siguió operando en el Atlántico, a los pocos días de haberse desmovilizado en El Copey (Cesar), pero que fuera capturado el 11 de marzo de 2006 por el CTI de la Fiscalía en Santa Marta, prueba que la red paramilitar no se desmontó después de julio de 2005, cuando se aprobó la Ley de Justicia y Paz. Como lo registra el informe de la revista Semana, la Fiscalía luego de decodificar los archivos de uno de los dos computadores de propiedad de Jorge 40, ha podido “conocer por primera vez las entrañas de un grupo paramilitar”, así como, el “informe de inteligencia de objetivos dados de baja”. Semana, septiembre 4,2006, pp. 3 0,31.


� Duncan, Gustavo. Los señores de la guerra: del campo a la ciudad. Revista Foro No. 54. Bogotá, agosto de 2005, p. 3.


� Datos complementarios tomados de la revista Semana, noviembre 27, 2006, p. 66.


� Ver periódico El Espectador, 22 a 28 de octubre de 2006. Bogotá, p. 2A.


� Ver al respecto los desarrollos teóricos de Carl Schmitt, Walter Benjamin, y recientemente, Giorgio Agamben y Antonio Negri.


� Reportaje con Carlos Gaviria. Periódico El Tiempo, noviembre 26, 2006, p. 1-13.


� Ídem., p. 1-13.


� Paul Krugman, en su columna El gran viraje, le pone cifras a la derrota republicana: “Los demócratas alcanzaron 24 de 33 sillas del Senado, ganando siete millones de votos más. En la Cámara, los demócratas recibieron un 53% de los votos bipartidistas, un margen más del doble superior al triunfo de 2,5 puntos porcentuales que Bush calificó como un “mandato” hace dos años…Gracias a un gran realineamiento regional, en el cual el sólido noreste ha reemplazado al sólido sur, el control demócrata ya no depende del bloque de Dixiecrats (el ala sureña del Partido Demócrata, muchas veces aliada de los Republicanos).” Ver periódico El Espectador, 12 al 18 de noviembre de 2006. Bogotá, p. 17A.


� Hoy, Donald Rumsfeld es objeto de una demanda en Karlsruhe, Alemania, como responsable de crímenes de guerra cometidos en Abu Ghraib y Guantánamo. Estos crímenes fueron denunciados por el maestro Fernando Botero en su última serie pictórica.


� La violencia actual en el departamento del valle presenta 1.219 homicidios, se asesinaron 16 policías, y a la combinación criminal de paras del Norte del Valle con delincuencia común, se añade la presencia de la guerrilla proveniente de Caquetá y Putumayo. Este fenómeno fue señalado por el ex gestor de Paz del Valle. Ver periódico El Tiempo, 23 de noviembre de 2006, p. 1-4.


� González, Jorge I. Bonilla y Ricardo. Bienestar y Macro-economía 2002-2006, UN Periódico. Julio de 2006, p. 8.





� Cfr. Informe Bienestar y macroeconomía: 2002-2006: el crecimiento inequitativo no es sostenible. En: UN Periódico. 2 de julio de 2006, Bogotá, p. 8.


� Ver periódico El Tiempo, 4 de septiembre de 2006. Bogotá, pp. 1-10.


� Los ingresos laborales redujeron los recargos nocturnos, las horas extras, domingos y festivos, y la jornada diurna llega hasta las 10:00 pm; y conjuntamente están las modalidades de contratos de prestación de servicios a término fijo, los trabajadores temporales y las cooperativas de trabajo asociado.


� Restrepo, Juan Camilo. Cuatro retos para un mejor país. En: El Espectador, 6 al 12 de agosto de 2006, p. 2 A.


� El presupuesto para las FF.AA se calcula en 8.5 billones para gasto militar, junto al mantenimiento del aporte de $700 millones de dólares anuales como ayuda del gobierno norteamericano, prometida hasta el año 2009. 


� La CIA  reportó 156 mil hectáreas, mientras que la ONU señaló 79 mil  hectáreas, con una diferencia de casi 80 mil hectáreas.  El presidente Uribe reclamó: “que se pongan de acuerdo en la metodología. Tenemos derecho a sentirnos desorientados”.  Ver El Tiempo.  Domingo 3 de junio de 2007. Bogotá, pp. 1-3, 5.


� La ONU entregó en junio de 2007, el informe titulado Tendencias Globales 2006, donde ACNUR con ocasión del día mundial del refugiado coloca a Colombia en el primer lugar del desplazamiento en el mundo, con 3 millones, una cifra que contradice el reporte del gobierno de 2.060.000 desplazados (unas 454.000 familias).  El gobierno nacional intenta explicar la diferencia de casi un millón señalando que ACNUR utilizó las estadísticas que desde la década de 1980 elaboran Codhes y la Pastoral Social, mientras que la Consejería para la Acción Social  lleva un registro de población desplazada a partir del año 1997,  cumpliendo con la exigencia de la Ley 387.


� Idem., p. 5.


� El primer tratado de libre comercio lo firmó el actual presidente con Chile, el primer país de América Latina que recorrió la senda de los Chicago Boys durante el tiempo de la dictadura de Pinochet. Chile ahora está gobernado por la socialista Michelle Bachelet, quien sufrió las torturas de aquel gobierno de facto.


� Entrevista en El Tiempo, noviembre 28, 2006, p. 1-4.


� Ver Informe de la revista Semana, noviembre 27, 2006, p. 42.





